


La Corporación Social para la Asesoría y Capacitación Comunitaria (COS-PACC) nace en Bogotá en el 
año 2002 y es acompañada por Peace Brigades International desde 2009.

Fabian Laverde, miembro de COS-PACC. 

La organización dedica la mayor parte de sus es-
fuerzos a la atención de víctimas a causa del alto 

grado de violaciones a los derechos humanos que se 
presentan en las zonas donde trabaja (Casanare, Bo-
yacá, Arauca, Tolima y Cundinamarca), sin perder de 
vista el objetivo principal que es la reconstrucción del 
tejido social y una permanente escuela de derechos 
humanos.

Ejes de trabajo
 → -Denuncia, asesoría jurídica, organización y 

acompañamiento a víctimas de violación de derechos 
humanos

 → -Soberanía alimentaria a través de la promo-
ción de la producción agroecológica

 → -Fortalecimiento organizativo y reconstrucción 
del tejido social por medio de la coordinación con or-
ganizaciones sociales 

 → -Sensibilización internacional sobre la realidad 
de las comunidades acompañadas por la organización

 El primer eje es el que COS-PACC desarrolla con mayor 
énfasis debido a la grave crisis humanitaria que viven 
actualmente las comunidades. También realiza trabajo 
organizativo con per sonas desplazadas, presos políti-
cos, familiares de desaparecidos, familiares de vícti-
mas de ejecuciones extrajudiciales, sectores margina-
dos, jóvenes, productores y mujeres y, en general, con 
víctimas de violaciones a los derechos humanos y al 
Derecho Internacional Humanitario.



Historia
A finales de la década de 1990 el movimiento campesi-
no reunido en la Asociación Departamental de Usuari-
os Campesinos de Casanare es exterminado por parte 
de las fuerzas militares, organismos de seguridad del 
Estado y grupos de parami litares1. En 2002, algunos 
de sus miembros sobrevivientes crean la organización 
COS-PACC.

La organización nace luego de varias discusiones frente 
a la necesidad de reconstruir las organizaciones socia-
les de la región y al tema de la violación sistemática 
de los derechos humanos en el piedemonte llanero, es 
decir, entre las estribaciones de la Cordillera Oriental y 
los Llanos Orientales de Colombia, entre los departa-
mentos de Boyacá y Casanare.

La actividad de COS-PACC no ha sido fácil y desde los 
ini cios del trabajo sus miembros han sido víctimas de 
la persecución estatal y paraestatal, según denuncia 
la misma organización. El primer director de COS-PAC, 
Francisco Cortes Aguilar, fue en carcelado en Bolivia en 
abril de 2003 sindicado de rebelión y fue liberado dos 
años después tras una intensa campaña en la que la 
ONU calificó de arbitraria la detención2. El 12 de mayo 
de 2005, tropas de la Brigada XVI del Ejército Nacional, 
detuvieron arbi trariamente a dos miembros de COS-
PACC en el corregimiento El Morro, municipio de Yo-
pal3.

Acompañamiento 
internacional 

PBI acompaña a COS-PACC desde el año 2007 
prioritaria mente en los departamentos de Casanare y 
Boyacá. PBI Colombia firmó un convenio de acompa-
ñamiento en 2009.

La actividad de cOS-Pacc nO ha SidO fáciL y deS-
de LOS iniciOS deL trabajO SuS miembrOS han 
SidO víctimaS de La PerSecución eStataL y Pa-
raeStataL

Niños del resguardo indígena Chaparral Barronegro. 



El conflicto armado e 
intereses económicos en el 

Casanare
Casanare es uno de los departamentos colombianos 
de mayor extensión (44.490 kilómetros cuadrados). 
El departamento es poblado en su mayoría por inmi-
grantes de Boyacá y comunidades indígenas como las 
Salivas y U’wa. 

Hasta la década de 1980, Casanare se caracterizó por 
contar con una economía sustentada en la agricul-
tura, la ganadería y la explotación de madera. A fina-
les de 1980 y comienzos de 1990 se dieron a conocer 
yacimientos petrolíferos en la región. Desde 1986 
la sociedad petrolera inglesa British Petroleum (BP) 
estableció una presencia significativa a través de la 
adquisición de terrenos en el piedemonte de la Cordil-
lera Oriental. Según un informe de octubre de 20094, 

la BP dispuso y patrocinó la presencia de mercenarios 
extranjeros que apoyaban -y apoyan- las operaciones 
extractivas.

El informe también destaca que BP contrató fuerza 
pública colom biana para proteger sus negocios. El 
Ejército colombiano, a través de la Brigada XVI, sigue 
recibiendo dinero de la BP. Además de los contratos 
formales, la empresa da un bono de entre 700.000 y 
800.000 pesos a oficiales y suboficiales de esta Briga-
da por su papel en la protección de la infraestructura 
petrolera5.

Los impactos de la 
explotación petrolera

Las explotaciones de BP en los años 90 convirtieron 
en muy poco tiempo el piedemonte llanero —hasta 
entonces zona marginada y agrícola— en la principal 
zona de producción pe trolera en Colombia. Vinieron 

Yvonne Berner y Sylvain Lefebvre (PBI) acompañando a miembros de COS-PACC en el Casanare. 



extranjeros y ciudadanos de otras regiones del país 
para beneficiarse de la riqueza petrolera que ocasionó 
una transformación radical de las condiciones sociales 
y culturales de la región. El campesino pasa a ser ob-
rero de la industria petrolera disminuyendo las posibi-
lidades de construir condiciones para garantizar sober-
anía y seguridad alimentaria6.

De acuerdo con el informe, la usurpación de los recur-
sos naturales genera impactos ambientales negativos 
como la destrucción de fuentes de agua, alteraciones 
del ecosistema asociadas a la quema de gas, daños en 
el suelo ocasionados por la sísmica o la construcción de 
carreteras sin planificación. El informe también denun-
cia que mediante muchos métodos crueles fueron per-
seguidas personas representativas de los mo vimientos 
sociales de la región. Uno de los daños más grandes 
causados en el departamento ha sido la persecución y 
exterminio del movimiento social. El informe narra la 
cronología de esta agresión e incluye casos desde 1987 

de desaparición forzada, desplazamiento, tortura física 
y psicológica, secuestro, detención arbitraria y asesina-
tos selectivos.

EL rEsguArdo indígEnA u’wA

El resguardo indígena Chaparral Barronegro se encuen-
tra en el norte de Casanare y fue creado en 1986, tiene 
una pobla ción aproximada de 410 habitantes y com-
prende una extensión de 16.824 hectáreas. Hay una 
solicitud por la empresa petrolera fran cesa HOCOL —
recientemente comprada por ECOPETROL—que busca 
un acuerdo con la comunidad indígena para avanzar 
con actividades de exploración de petróleo. Los caci-
ques de la comu nidad se manifiestan en contra de un 
negocio con la multinacional. COS-PACC acompaña a la 
comunidad en sus reivindicaciones.

Miembros de la comunidad indígena de Chaparral Barronegro. 



desapariciones forzadas 
en Casanare

Un total de 2.553 personas habrían sido desaparecidas 
en el departamento de Casanare entre 1986 y 2007, 
según lo revela el informe de CINEP y COS-PACC7. 
Sin embargo, las autoridades sólo reconocen 1.524 
de esos casos ya que, según el informe, las víctimas 
han dejado de denunciar desapariciones originadas 
por acción u omisión de la fuerza pública. Según las 
organizaciones autoras del informe, a medida que ha 
venido creciendo la presen cia de la fuerza pública so-
bre la zona, principalmente del Ejército, se han venido 
multiplicando los casos, que se suman a otro tipo de 
violaciones a los derechos humanos. Para las ONG, el 
recrude cimiento de los ataques a la población civil y 
los hostigamientos de los grupos armados —principal-
mente paramilitares— se han generado a partir de la 
instalación del Ejército en 1992.

Los Llanos Orientales —especialmente Casanare— han 
sido un corredor estratégico para todos los actores ar-
mados. Según COS-PACC, primero fueron las Autode-
fensas Campesinas de Casanare (ACC) y luego el Blo-
que Centauros, entre otros grupos paramili tares que 
mantuvieron el control en ese territorio, sembrando 
terror en muchos municipios. Serían responsables de 
la desaparición de 50 personas en las poblaciones de 
Recetor y Chámeza, en sólo tres meses (entre diciem-
bre de 2002 y febrero de 2003).

Ejecuciones 
extrajudiciales en 

Casanare
Hasta el 20 de diciembre de 2008 la Fiscalía General de 
la Nación8 tenía a su cargo 848 procesos de los denom-
inados «falsos positivos» en los que murieron 1.375 
personas. De los 848 procesos, 768 son casos posteri-
ores a 2004 y la mayoría fueron denunciados en 20079.

José Hernán Paredes Cáceres, director del centro educativo del resguardo Uwa. 



Contactos
Correo electrónico: cospacc2002@yahoo.es 
Página de vídeos de COS-PACC: 
http://www.youtube.com/user/garabombo09#p/u/0/
eg 8BlYFrJxA

1.	 	«Colombia:	Persecución	a	la	ACNUR-UR»,	
Coordinadora	Latinoamericana	de	Organizaciones	del	
Campo,	10	de	julio	de	1995
2.	 	«Opinión	No.	12/2005	(Bolivia)»,	Grupo	de	
Trabajo	de	Detenciones	Arbitrarias	de	la	ONU,	Comu-
nicación	dirigida	al	Gobierno	boliviano	el	2	de	febrero	
de	2005
3.	 	«Casanare:	exhumando	el	genocidio»,	Cen-
tro	de	Investigación	y	Educación	Popular	(CINEP),	
Noche	y	Niebla	y	COS-PACC,	31	de	octubre	de	2009.	
Descargar	en	http://www.nocheyniebla.org/files/u1/
casotipo/casanare/caso_tipo_casanare.pdf

4.	 	Ibíd.	COS-PACC	recolectó	los	casos	en	co-
laboración	con	el	CINEP.	La	publicación	hace	parte	
de	la	campaña	«Víctimas	y	Derechos»	propuesta	por	
diversas	organizaciones	sociales	y	defensoras	de	dere-
chos	humanos.
5.	 	Ibíd.
6.	 	Ibíd.
7.	 	Ibíd.
8.	 	«Nuevas	capturas	por	falsos	positivos»,	El	
Colombiano,	27	de	enero	de	2009
9.	 	«Más	de	mil	militares	involucrados	en	falsos	
positivos»,	AFP/Terra	Colombia,	28	de	enero	de	2009

Consuelo Navarro (COS-PACC) y Andreas Riemann (PBI). 


